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1.        Norma acusada
LEY 223 DE 1995
(Diciembre 20)
Por la cual se expiden normas sobre racionalización tributaria y se dictan otras disposiciones
CAPÍTULO XI 
DISPOSICIÓN COMÚN AL IMPUESTO AL CONSUMO DE CERVEZAS, SIFONES Y REFAJOS, AL IMPUESTO AL CONSUMO DE LICORES, VINOS, APERITIVOS Y SIMILARES, Y AL IMPUESTO AL CONSUMO DE CIGARRILLOS Y TABACO ELABORADO 
ARTÍCULO 224. FONDO-CUENTA DE IMPUESTOS AL CONSUMO DE PRODUCTOS EXTRANJEROS. Créase un fondo-cuenta especial dentro del presupuesto de la corporación conferencia nacional de gobernadores, en el cual se depositarán los recaudos por concepto de los impuestos al consumo de productos extranjeros. La administración, la destinación de los rendimientos financieros y la adopción de mecanismos para dirimir las diferencias que surjan por la distribución de los recursos del Fondo-Cuenta será establecida por la Asamblea de Gobernadores y del Alcalde del Distrito Capital, mediante acuerdo de la mayoría absoluta.
 

2.        Decisión 
Declarar EXEQUIBLE el artículo 224 de la Ley 223 de 1995, por los cargos analizados en la presente providencia. 
 
3.        Fundamentos de la decisión
La Corte Constitucional determinó que la incorporación del Fondo-Cuenta de impuestos al consumo de productos extranjeros al presupuesto de la Federación Nacional de Departamentos dispuesta en el artículo 224 de la Ley 223 de 1995, no desconoce la autonomía de los departamentos y del Distrito Capital reconocida en el artículo 287 de la Carta Política. Consideró que esa incorporación constituye un mecanismo eficiente de recaudo y distribución de un impuesto cedido por la Nación a los departamentos y Distrito Capital, que persigue evitar la evasión en su pago, sin desconocer el derecho de las entidades territoriales a percibir los recursos del recaudo ni su empleo conforme con lo previsto en la ley.
Para la Corte, dicho propósito no afecta los intereses de las entidades territoriales en tanto, de una parte, la disposición legal prevé la participación de los gobernadores y del alcalde del Distrito Capital en las determinaciones más importantes relativas a la administración de los recursos y, de otra, porque los recursos deben ser transferidos por el Fondo de manera ágil a cada uno de los entes territoriales, de conformidad con las declaraciones que del impuesto hayan presentado los importadores o distribuidores ante los departamentos y el Distrito Capital. Así mismo, los artículos 199 y 221 de la Ley 223 de 1995 establecen que la fiscalización, liquidación oficial, cobro y recaudo del impuesto al consumo de que trata el Capítulo XI, es de competencia de los departamentos y del Distrito Capital, la cual se ejerce por los órganos encargados de la administración fiscal, sujeta a la vigilancia de los órganos de control. De esta manera, la Corte consideró que la regulación contemplada en el artículo 224 de la Ley 223 de 1995 se encuentra amparada dentro del amplio margen de acción reconocido al legislador para regular la destinación y administración de recursos que provienen de una fuente exógena.
Por otra parte, la Corte encontró que del precepto acusado no se deriva obligación alguna de las entidades territoriales de asociarse a la Federación Nacional de Departamentos a efectos de obtener los recursos derivados del recaudo del tributo, razón por la cual no existe vulneración alguna de la libertad de asociación. Advirtió que, en todo caso, si se admitiera que la posibilidad de participar en la Asamblea General de gobernadores y del Distrito Capital constituye una forma de restricción a la libertad de asociarse considerando el tipo de decisiones que allí se adoptan, se trataría de una restricción mínima dado que no priva al Departamento correspondiente del derecho a participar en el impuesto cedido, ni tampoco anula sus facultades de relación con la fiscalización del tributo. 
De igual modo, la Corte estableció que ni la incorporación del Fondo-Cuenta al presupuesto de la Federación Nacional de Departamentos ni la definición de las reglas para su administración constituyen una vulneración del principio de legalidad. Aún con independencia de la  naturaleza jurídica de la Asociación, es claro que el ejercicio de las funciones públicas asignadas, se encuentra sometido a un catálogo completo de reglas y principios que la limitan y orientan. El cumplimiento de dicho catálogo se encuentra asegurado por la competencia de diferentes organismos para vigilar y controlar la actividad del Fondo y de la Federación Nacional de Departamentos. Tampoco, lo dispuesto en el artículo 224 acusado implica el otorgamiento de un auxilio o donación proscrito por el artículo 355 de la Constitución, puesto que no supone un acto de apropiación de recursos públicos o que la referida Federación sea la destinataria final de los ingresos que componen el Fondo-Cuenta, en la medida en que se trata únicamente de su administración, con la obligación de transferir los recursos a las entidades territoriales. Además, asumiendo que la Federación Nacional de Departamentos es una entidad descentralizada de segundo orden, lo dispuesto en la disposición acusada no se subsume en el supuesto de hecho del primer inciso del artículo 355 superior. 
En ese orden, la Corte Constitucional procedió a declarar la exequibilidad del artículo 224 de la Ley 223 de 1995, frente a los cargos analizados en la presente providencia. 
 
4.        Aclaración de voto
La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto en relación con algunos aspectos de la fundamentación de la declaración de exequibilidad. 
 
